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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Hebert Clavijo. 


MIEMBROS: Señores Representantes Mauricio Cusano, Álvaro Delgado, Fernando Longo Fonsalías y 
Carlos Varela Nestier. 


INVITADOS: Por la Cámara de Industrias del Uruguay, señores Enrique Clerici, Presidente de la Comisión 
de Comercio Interno-Miembro del Consejo Directivo; Luis Panasco, Relacionamiento con el 
Poder Legislativo-Miembro del Consejo Directivo; César Bourdiel, Responsable de Unidad 
de Apoyo a las Negociaciones; y doctor Pelayo Scremini, Responsable de la Unidad 
Comisiones. 


SEÑOR PRESIDENTE (Clavijo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Industria, Energía y Minería tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la Cámara de 
Industrias del Uruguay, integrada por los señores Enrique Clerici, Luis Panasco y César Bourdiel y el doctor 
Pelayo Scremini. 


SEÑOR PANASCO.- Como siempre, es un gusto estar en la Comisión de Industria, Energía y Minería. 
El tema que tenemos que tratar ya lo consideramos hace unos días en la Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda. Me gustaría que el señor Clerici, Presidente de la Comisión de Comercio 
Interno de la Cámara de Industrias del Uruguay, hiciera algunos comentarios al respecto. 


SEÑOR CLERICI.- Agradezco la oportunidad que nos dan los señores Diputados de compartir 
nuestros puntos de vista en este tema bien importante para nosotros, como es la inclusión del 
artículo 119 en la Rendición de Cuentas. La Cámara de Industrias está de acuerdo con la inclusión de 
este artículo y está convencida de que las compras del Estado son efectivamente una palanca de 
desarrollo de la industria. Creemos que son una herramienta fundamental para la dinamización y la 
generación de proveedores de calidad y que es un potenciador de proveedores, apoyando 
fundamentalmente a las micro, pequeñas y medianas empresas nacionales en ese aspecto. 
Compartimos el espíritu del artículo 119 y la necesidad de aprobar un marco normativo de rango legal, 
previamente a las negociaciones o ratificaciones de acuerdos internacionales. No obstante ello, hay 
algunos aspectos de redacción que queremos compartir. 


No quiero omitir reiterarles que también tuvimos el gusto de estar hace unos días en la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda considerando el mismo artículo. Allí nos solicitaron algunos 
ejemplos con respecto a la consideración de un producto como industria nacional, simplemente por lo del 
40%, con lo cual tenemos algunas discrepancias. Acabamos de dejarles una nota contestando la consulta que 
nos hicieran y queremos dejar una fotocopia en esta Comisión porque es altamente probable que tengan una 
inquietud similar. 


Me gustaría que el doctor Pelayo Scremini y el señor Bourdiel entraran en la consideración de los puntos en 
los que tenemos alguna discrepancia. 


SEÑOR BOURDIEL.- Antes de repasar brevemente alguno de los puntos que incluimos en el texto que 
les hicimos llegar, quiero comentar que desde el año 1993 la Cámara de Industrias del Uruguay 
participa en este ámbito de certificación de origen en el marco de las compras públicas, dada la 
aplicación de la preferencia de hasta un 10% que existe hoy para la industria nacional, al amparo del 
Decreto N” 288 del año 1993. 


En virtud de esa experiencia de certificación de tantos años y habiendo advertido ciertos problemas en la 
aplicación de la norma que hoy rige, pensamos que sería importante elaborar una propuesta de modificación. 
Hace muchos años que somos conscientes de estas dificultades, pero no habíamos encontrado el momento 
oportuno para intentar plantear estas modificaciones. En ese sentido, sobre fines del año pasado recibimos 
alguna señal de la Dirección Nacional de Industrias, del Ministerio del ramo, y creímos oportuno la 
conformación de un grupo de trabajo en ámbitos de la Comisión presidida por el señor Clérici. En paralelo 
con ese trabajo que está próximo a culminarse, tomamos conocimiento de esta iniciativa parlamentaria de 
ampliar ese margen de protección en lo que refiere a MIPYMES. Nos pareció que era absolutamente 
compatible con nuestra aspiración y nuestra intención y nos atrevimos a sugerir algunos puntos a tener en 
cuenta en la consideración de este artículo. 


En el artículo 119 se hace mención a la aplicación de este mecanismo en todas las entidades del Estado. 
Nosotros creemos que sería necesario una mejor explicitación del alcance de este instrumento, de esta 
intención. Entendemos que todas las compras del Estado deben estar contempladas y que la industria 
nacional debe verse beneficiada con esa medida. 


Con respecto a la mención del 40% del valor agregado nacional como concepto necesario para que un 
producto califique y pueda acceder a esa preferencia, a esa prioridad, creemos que efectivamente debe existir 
un régimen propio para que un producto califique; no necesariamente tiene por qué cumplir con un 40%, un 
50% o un 70% de valor agregado para calificar. Como bien comentaba el señor Clerici, en esa nota de 
respuesta complementaria que presentamos en el día de hoy -de la cual les dejaremos una copia- explicamos 
un poco mejor los conceptos que hacen a nuestra posición en el sentido de que creemos que en el país existen 
distintos procesos productivos y diferentes productos que eventualmente pueden ser vendidos al Estado, que 
son obtenidos a través de un real proceso de producción y de transformación pero que, por equis motivos, en 
algunos casos no pueden alcanzar un 40% de agregación de valor. A nuestro juicio, de todas formas sería 
importante y necesario que igualmente fueran contemplados a la hora de fijar una prioridad en su 
competencia con productos de un oferente extranjero. 


¿Qué es lo que ocurre hoy por hoy con este concepto? ¿Cómo certifica la Cámara hoy en día al amparo del 
Decreto N* 288? Como ustedes saben, este Decreto establece que un producto califica a los efectos de 
acceder a la preferencia cuando cumple con la normativa de origen estipulada y acordada en el Tratado de 
Asunción. Dicho con otras palabras: el producto podrá acceder a la preferencia nacional siempre y cuando 
cumpla con la exigencia de origen tal como si fuera a exportarse al amparo del acuerdo MERCOSUR, que es 
un acuerdo de preferencias arancelarias. Este fue un parámetro, una herramienta que se decidió tener en 
cuenta a la hora de definir un producto como nacional o no, pero entendemos que hay distintas circunstancias 
y particularidades que implica un régimen de origen de un acuerdo comercial preferencial que no 
necesariamente deberían ser de aplicación en un esquema de fomento a la industria nacional a través de las 
compras del Estado. Por lo tanto, nos propusimos elaborar esta modificación del requisito que correspondía a 
estos productos. 


Otro punto que se menciona en el artículo 119 es la definición de la preferencia en las bases del llamado; 
establecemos que no se comparte que la cuantía, definición y aplicación de la preferencia sea una facultad del 


organismo comprador; la prioridad o preferencia debería ser definida por el Poder Ejecutivo, con carácter 
general. Agregamos que, si así no fuera, la ley debería establecer los criterios que se aplicarán en cada caso. 


En definitiva, existe un instrumento preferencial, promocional de la actividad industrial a nivel nacional, pero 
el hecho de que la aplicación de esa preferencia quede supeditada al criterio del ente que esté comprando 
puede implicar alguna discrecionalidad que lleve a que ese beneficio -que vemos con tan buenos ojos y que 
puede resultar de tanta utilidad- quede congelado y no sea operativo. Por eso creemos que es importante que 
si existe la intención de generar un régimen promocional y preferencial, sea aplicado "in totum" y así que 
esté aclarado en la letra de la norma que lo ampara. 


En cuanto a la definición de MIPYMES y al hecho de que el artículo propone la consideración de los 
Decretos Nos. 54/1992 y 266/1995, nos permitimos hacer una observación en el sentido de que creemos 
conveniente que sea el Poder Ejecutivo el que defina de la mejor manera posible el ámbito de aplicación de 
esta herramienta; estamos hablando de que exista una definición propia de cuándo una empresa se considera 
pequeña, micro o mediana. Tal como lo establecen estos Decretos, un buen número de industrias nacionales, 
potenciales proveedoras del Estado, podrían quedar fuera de la prioridad; de hecho, en compromisos 
asumidos en el MERCOSUR el país ha aceptado una medición del tamaño de las empresas diferente a la que 
rige en la legislación interna del Uruguay, lo que hace que más empresas podrían estar contempladas. 


En síntesis, estos Decretos se refieren a empresas que tengan hasta 100 personas ocupadas; en la normativa 
del MERCOSUR una empresa se considera MIPYME si tiene hasta 300 personas ocupadas. Todo esto hace 
que a la hora de aplicar este mecanismo más empresas uruguayas puedan estar contempladas. 


SEÑOR SCREMINI.- Pensamos que hay algunos aspectos del artículo que podrían ser solucionados 
con una reglamentación del Poder Ejecutivo; sin embargo, hay otros que no son convenientes o 
dejarían en un ámbito de duda esos cuatro o cinco puntos que entendemos fundamentales. A la vez, 
pensamos que, de no ser aclarados, el artículo no cumpliría la finalidad para la cual fue propuesto que 
es, por un lado, fomentar o dar prioridad a las pequeñas y medianas empresas y, por otro, actuar como 
una especie de paraguas frente a negociaciones internacionales del país, etcétera. Reitero que si estos 
puntos no son aclarados, estos dos objetivos no se cumplirán plenamente, con todo el potencial que la 
herramienta tiene. Por ejemplo, con la mención a los Decretos Nos. 54/1992 y 266/1995 estaríamos 
atando la disposición legal a una norma que utiliza tres criterios para calificar a las empresas: personal 
ocupado, ventas netas anuales y activos máximos. Generalmente, cuando hablamos de PYMES en el 
Uruguay y decimos que el 95% o el 98% de las empresas uruguayas lo son nos referimos solo a uno de 
esos indicadores: el personal empleado. Esto es lo que toma en cuenta el Instituto Nacional de 
Estadística. Pero no relevamos las ventas netas anuales ni los activos máximos. Entonces, ¿qué estamos 
haciendo? Estamos congelando un régimen de mucho potencial con una norma reglamentaria que, 
generalmente, se aplica solo en base al personal ocupado y no a los tres criterios mencionados. De 
modo que debería ser potestad del Poder Ejecutivo cambiar, modernizar, ajustar esa dinámica, ese 
cambio de la actividad y de la realidad empresarial y de la realidad económica del país, para no quedar 
congelado por un régimen legislativo. 


El otro punto que también nos interesa remarcar es el valor agregado nacional del 40%. En nuestra propuesta 
de trabajo atendemos el proceso productivo del producto, independientemente de su valor agregado; por 
supuesto que el ideal es mayor valor agregado, mayor cantidad de insumos nacionales y demás, pero la 
dinámica empresarial hace que esto hoy tenga un valor y mañana otro. 


En la nota que dejamos a la Comisión, mencionamos algunos ejemplos de productos. En un genuino proceso 
industrial manufacturero no se llega a ese 40%. También consideramos que no sería correcto mencionar 
como único parámetro para la calificación de un producto, y que sea beneficiario de esta prioridad, el 40%. 
Quizás sería mejor establecer un criterio para determinar los productos manufacturados en el país, es decir, 
manejar equis concepto que ustedes pueden elaborar o tomar algunas de las ideas que se describen en el 
informe, pero no congelarlo ni dejarlo fijo en esto. 


En cuanto a los demás puntos, lo ideal sería que se atendieran; algunos se podrán salvar con la 
reglamentación y, otros no. Debemos mencionar el tema referente a que se aplique la prioridad en las 
entidades del Estado; como ustedes saben, por Estado entendemos Administración Central, Poder Ejecutivo, 
solo los tres Poderes; no se sabe si entran o no las Intendencias, los Entes Autónomos o personas públicas 


estatales. Todo es Estado pero, a la vez, nada lo es. Entonces, nos queda esta duda que debería ser aclarada en 
la ley y no en una reglamentación posterior. 


Por otra parte, pensamos que la prioridad debería ser definida por el organismo adquirente. En este sentido, 
está bien que el artículo esté pensado como una facultad, pero nos gustaría que estuviera bien definida, es 
decir, que no dependa de cada caso, de cada licitación, de cada compra directa ni de cada llamado a precios. 
En este caso no sabemos si la facultad se aplica o no, y tampoco cómo, cuándo ni por qué. 


Si la Comisión o el Poder Legislativo entiende que el organismo adquirente debe seguir aplicándolo en cada 
caso, por lo menos que defina bajo qué criterios o los grandes lineamientos, es decir, que determine en qué 
casos sí, siempre, y en cuáles no. Por un lado, está legislado como facultad, no como obligación y, por otro, a 
criterio del organismo adquirente, el planteo pierde fuerza. 


Estos son algunos comentarios con los que pretendemos enriquecer un poco el análisis del proyecto. En 
definitiva nuestro objetivo es potenciar esta herramienta, dándole el mayor sustento, a fin de que después no 
pierda fuerza por insuficiencia del marco normativo. 


SEÑOR CLÉRICI.- Me queda una duda. Quisiera saber si esto es además del TOCAF, en sustitución 
del TOCAF, o como complemento del TOCAF. Si fuera en sustitución del TOCAF nos aparecen otras 
dudas y quizás más importantes. Si es además del TOCAF, lo podemos tomar simplemente como una 
prerrogativa que se da el organismo comprador para potenciar al proveedor uruguayo que iría entre 
ese 10% que supuestamente ya tiene de protección en el cuadro comparativo por el TOCAF hasta un 
20%. Esta misma duda la planteamos en la Comisión de Hacienda y nos sigue sin quedar claro. 


SEÑOR CUSANO.- Me gustaría saber cuáles son las dudas que le generaría una situación u otra. 


SEÑOR BOURDIEL.- Nuestra preocupación es que no existe un marco jurídico ágil, transparente y 
útil ciento por ciento, una herramienta que realmente sea un beneficio para un proveedor nacional. 
Con esto no estoy diciendo que en la eventualidad de que convivieran dos regímenes simultáneos eso no 
pueda ser así. Nosotros aspiramos y creemos que sería más conveniente que existiera una herramienta 
única que priorice a la producción local como proveedora del Estado, donde el margen de protección 
que tenga una micro, mediana o gran empresa fuera mayor al de las demás. Pero nos despierta dudas 
de cuán ágil, cuán transparente y útil pueda resultar la existencia de dos regímenes paralelos. 


El mecanismo en sí ya ha generado ciertas dificultades en la aplicación, inclusive, en la asignación del 10% 
proporcional. Entonces, sumar al organismo comprador, a las comisiones asesoras de adjudicación y demás, 
una herramienta más a considerar y evaluar, creemos que puede dificultar la mecánica del instrumento 
"compras públicas". 


Reitero que en nuestra propuesta -que todavía no terminamos de elaborar- proponemos la existencia de un 
régimen único en el que aspiramos que ese 10% de protección a la industria nacional -que hoy está vigente-, 
y que se asigna proporcionalmente a la integración del valor agregado que tenga el producto, se aplique con 
determinadas modificaciones. Asimismo, aspiramos a la posibilidad de las MIPYMES de llegar a un 20%, y 
que todo sea parte de un mismo marco normativo donde existan fórmulas de aplicación de la preferencia, 
diferenciadas según se trate de una micro, mediana o gran empresa. 


SEÑOR VARELA NESTIER.- Voy a hacer algunas aclaraciones. 


En primer lugar, quiero aclarar por qué hoy no están presentes todos los miembros de la Comisión. Varios de 
nuestros colegas están participando de la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda, que 
funciona en la Sala 17. En estos momentos se está recibiendo al señor Ministro de Industria, Energía y 
Minería, para considerar los temas vinculados a la Rendición de Cuentas. Señalo esto porque es probable que 
algunas de las preguntas que se formulen, como la del TOCAF, estén vinculadas a temas que se estén 
dirimiendo en la Sala contigua. Creo que hemos tenido algún problema de coordinación al realizar esta 
reunión en el día de hoy, y hubiese sido más provechoso hacerla luego de la visita del señor Ministro. 


Por otra parte, me gustaría saber si ustedes habían hecho este planteo en el Senado donde ya se votó la 
Rendición de Cuentas. Pienso que hubiese sido correcto introducir estas variables en la primera Cámara por 
donde ingresó el proyecto de ley de Rendición de Cuentas, por una cuestión que ustedes entenderán que hace 
a los tiempos legislativos. Como todos saben, cualquier modificación que sufra la Rendición de Cuentas en la 
Cámara de Representantes implica que vuelva a ser considerada en la Cámara de Senadores, lo que limita la 
intención de los Diputados de introducir modificaciones a lo ya votado. 


Además, quiero destacar -habitualmente recibimos muchas delegaciones- que ya es una buena costumbre, en 
nuestra relación con la Cámara de Industrias, que sus integrantes concurran munidos de una serie de 
documentos, que mucho nos aclaran los temas sobre los que tienen inquietudes. Más allá de la suerte que 
corran las propuestas que están realizando, creo que hoy nos han dejado varias puntas para seguir trabajando 
en temas muy particulares, que tal vez merezcan algún ajuste legislativo o incorporación de nuevos 
elementos. 


Quería señalar todo esto porque me pareció muy importante la intervención que realizaron. Reitero que, 
desde mi punto de vista, esta reunión hubiese sido más provechosa si ya contáramos con la versión 
taquigráfica de la Comisión de Presupuestos a la que asiste el Ministerio. Me comprometo a seguir 
trabajando en todos estos aspectos. 


Por otra parte, en el último documento que presentaron en la Comisión de Hacienda -que no he podido leer 
detenidamente- nos informan de una serie de productos que la industria nacional puede perfectamente 
incorporar en las ventas del Estado, que no alcanzan ese 40% que establece la norma. Me pregunto de dónde 
sale el criterio del 40%, cuáles son las razones técnicas que fundamentaron que se estableciera esa cifra, que 
obviamente puede ser discrecional; puede ser un 40%, ser menos o más. Quisiera saber si hay alguna 
explicación lógica o si fue un criterio que en su momento se adoptó para establecer en algún punto un 
parámetro que fijara el límite para alcanzar el beneficio. Planteo esta inquietud porque creo que es un camino 
que fácilmente se podría recorrer a partir de las pruebas que ustedes presentan de productos que no 
alcanzarían este tope, pero que evidentemente estarían enmarcados en aquellos que produce la industria 
nacional y que podrían ser de interés para el Estado. 


Concretamente, quisiera saber si este tema se planteó en el Senado y si conocen cuáles son las razones para 
fijar este criterio del 40%. 


SEÑOR SCREMINI.- Según lo que tenemos entendido y lo que hemos podido analizar, este artículo no 
surge del proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Nosotros tomamos conocimiento del artículo a través de 
un medio de prensa en el se cita al señor Diputado Brenta, que estaba trabajando en una iniciativa de 
este tipo. Inmediatamente, nos pusimos en contacto con la Secretaría del señor Diputado y, como 
gentileza, él nos entrega el borrador que estaba manejando. Así fue que tomamos conocimiento de la 
propuesta y empezamos a estudiar el artículo, que finalmente se incluye en el proyecto de Rendición de 
Cuentas y es aprobado en el Senado. Esto sucede muy rápidamente. Como ya dije, nosotros tomamos 
conocimiento del tema luego de que el señor Diputado Brenta, como gentileza, nos entregara el 
borrador de la propuesta, que inmediatamente estudiamos. En ese lapso se aprueba la Rendición de 
Cuentas en el Senado. En cuanto terminamos de estudiarlo, enviamos nuestros comentarios a la 
Cámara de Diputados, a la Comisión de Industria, Energía y Minería, a la Comisión encargada del 
proyecto de Rendición de Cuentas y al señor Diputado Brenta. 


SEÑOR BOURDIEL.- En lo que refiere a su segunda consulta, puedo trasmitir mi impresión personal 
respecto a desde dónde surge ese 40%, aunque no sé exactamente a qué respondió. 


En materia de certificación de origen, y basados en lo que es la administración y la emisión de certificados de 
origen al amparo de distintos acuerdos comerciales que Uruguay tiene firmados con terceros mercados -que 
es un ámbito distinto a este pero, en esencia, la necesidad de definir un producto como nacional o no es la 
misma-, siempre está el concepto de la agregación de valor como una de las herramientas para calificar. El 
Uruguay, como país exportador y usuario de esos acuerdos comerciales, está acostumbrado a satisfacer 
índices de agregación de valor, no como concepto lineal pero sí como uno de los indicadores válidos de que 
existe una transformación en un proceso productivo, de niveles del 60%, del 50%. En la letra, en la esencia 
de todos estos regímenes de origen siempre aparece este concepto. Suponemos que a la hora de definir lo que 
se incluyó en el artículo 119 se intentó flexibilizar esa exigencia reduciéndola a un 40%. Se entendió que esa 


cifra era suficiente, que en cualquier proceso que pudiera operarse en Uruguay, sumando la mano de obra, las 
cargas sociales, costos administrativos y de comercialización, fácilmente se alcanzaría el 40% como concepto 
amplio general. Creo que hubo buena intención al querer amparar actividades de gran parte de las empresas 
industriales que puedan proveer al Estado. El hecho de que exista un concepto lineal del 40%, nos genera dos 
preocupaciones. Una de ellas es que no siempre hablar de la agregación de un 40% del valor quiere decir que 
ello responda o se explique por un proceso productivo. Tal vez, se pueda estar beneficiando una empresa que 
agregó valor por un buen margen de utilidad, por un costo operativo, administrativo o de venta al Estado, por 
costos de mantenimiento de una oficina, fraccionamientos, o lo que fuera; es decir, procesos que entendemos 
resultarían insuficientes como para decir: "A esta empresa que realizó tal proceso vamos a priorizarla, por un 
fraccionamiento, un envasado, un re-etiquetado". Creemos que la esencia de la exigencia debe radicar en que 
se evalúe si hay o no un proceso productivo a nivel nacional. 


En la realización de un proceso productivo -como algunos de los ejemplos citados en la nota que vamos a 
dejar en el día de hoy- en el que evidentemente hay una transformación de la materia prima, en el que se 
involucra maquinaria y mano de obra tal vez no se alcance el 40%. Sin embargo, hay otros indicadores que se 
incluyen en las distintas normas de origen que habitualmente aplicamos a la hora de exportar que sí están 
alertando y demostrando que existe una transformación y que correspondería considerar ese producto 
originario o como nacional en este caso. Esas son las dos preocupaciones básicas en cuanto a que exista este 
concepto lineal y único, necesario y suficiente para que un producto califique 40% de valor. Seguramente la 
gran mayoría de los productos que hoy se venden al Estado y que se ven alcanzados por la prioridad están 
agregando ese 40%. Pero nos parece más conveniente que se aplique una herramienta como la que estamos 
promoviendo, en la que hay otros indicadores previos a la necesidad de exigir tal o cual agregación de valor. 


SEÑOR CLERICI.- Quisiera hacer otros comentarios y agradecer al señor Diputado Varela Nestier 
por manifestar que nosotros traemos mucha documentación. 


Es muy probable que los que están promoviendo esta reglamentación vean en nosotros que venimos a 
complicarla. Es tan técnico el tema nuestro que quizás conspiramos con la voluntad política de incluir 
concretamente un artículo, cuyo objetivo -así lo entendemos- es para dar una "ventaja" -entre comillas- a la 
industria nacional; más que nacional, diría, uruguaya, porque nacional es también el MERCOSUR. Hay que 
tener cuidado con decir nacional o uruguayo, porque en algún momento nos puede ocasionar un serio 
problema técnico; una cosa es uruguayo y otra, nacional. Me tengo que acostumbrar al lenguaje del 
MERCOSUR o al de otros convenios que vayamos a realizar con distintos países. 


Creo que quedó una cantidad de cosas por decir, como siempre. En lo que me es personal, quiero decir que en 
la medida en que uno viene al Poder Legislativo -ya sea al Senado o a la Cámara de Diputados- a realizar 
planteos, se hace muy difícil hablar de un sector cuando este no está presente. No es justo. Nosotros 
podríamos en este momento explayarnos acerca de qué significa ser exportador, comerciante y qué significa 
ser industria. Creo que debería hacerse un gran debate acerca de estos temas y valdría la pena hacer un 
seminario al respecto con todos los interlocutores, a efectos de analizar qué es lo que le sirve a Uruguay 
como país. 


En la industria no queremos ventajas; lo que no queremos es estar, y no podemos seguir estando, en 
desventaja. Es evidente que si Uruguay tuvo una industria con determinado potencial y hoy no la tiene es 
porque eso no es negocio, y el negocio es hacer otra cosa. Es evidente que el empresario que tuvo la industria 
tiene la capacidad técnica para ser también comerciante y ganar mucho dinero. ¿Es eso lo que queremos? 
Sigamos. ¿No es eso lo que queremos? Analicemos en profundidad qué es lo que Uruguay quiere ser, qué es 
lo que a Uruguay le sirve ser. 


Digo esto, señor Presidente, porque me parece que bien merece la pena que las asociaciones que nos agrupan 
a todos hagamos un gran debate, serio, con todos los interlocutores presentes. Nosotros, como podrán ver, 
tenemos documentación para comprobar nuestra posición. Nos parece muy interesante que aquellos que están 
en las demás actividades, totalmente lícitas, reitero, también planteen sus posiciones. ¿A efectos de qué? 
Ustedes son los legisladores, ustedes fueron los votados, del mismo modo que el Poder Ejecutivo. Después 
de eso, entonces, definan qué es lo que Uruguay quiere y qué es lo que no queremos o qué es lo que podemos 
hacer si lo que queremos, realmente lo queremos. 


Simplemente hago esta reflexión. Perdóneseme por la intervención, pero hablar de las otras actividades, no 
estando presentes, pienso que no es procedente. 


SEÑOR VARELA NESTIER.- Compartiendo el criterio de hablar solo de lo relativo a los presentes, 
digo que me gusta el desafío de encarar un debate en los términos que usted plantea. Creo que es el 
momento adecuado en la vida del país para discutir estas cosas en profundidad, cuando estamos 
intentando imaginar un proyecto nacional que sobrepase a un período de Gobierno y a un partido de 
Gobierno, sea cual sea el que ocupe el Poder Ejecutivo. 


Como ex empleado de la industria -de una industria devenida en comercio e importadora- vi el resultado de 
las dos puntas, con intereses legítimos: el industrial transformado en importador y ganando mucho dinero, y 
una enorme desocupación de aquellos que ocupaban esos lugares en la industria. Así que lo que usted dice yo 
lo viví y por eso me interesa sumarme a ese debate para dar mi punto de vista y, obviamente, para escuchar a 
los demás, porque creo que estamos en la hora de que Uruguay defina caminos. Son todos válidos, pero es 
bueno que todos sepamos hacia dónde vamos. Bienvenido ese debate. Seguramente esta Comisión se sumará 
en la organización de ese seminario, que contará con nuestro apoyo si ustedes lo realizan. 


SEÑOR PANASCO.- Cuando nosotros decimos que es un 40% -puede ser mucho menos-, la sorpresa 
es muy grande. Sabemos que en general la mentalidad que hay es que la industria gana fortunas, pero 
en realidad nosotros trabajamos con márgenes muy chicos. 


Lo que ha sucedido en los últimos tiempos es que la materia prima ha cuadruplicado su valor, por ejemplo el 
cobre y los metales no ferrosos. Ha habido subas más que extraordinarias, como consecuencia del 
crecimiento de China y de la India. 


Eso da para un gran debate. Si compro un producto chino y analizo lo que contiene de materia prima al 
precio de hoy, me voy a encontrar con la sorpresa de que ese producto está ingresando a Uruguay por un 
valor inferior al de la materia prima. ¿No será que quizás o sin quizás el Gobierno chino, luego de haber 
comprado materia prima, está haciendo una media entre el precio que pagó hace tres años y lo que compra 
hoy, haciéndolo subir diariamente y subvencionando el trabajo de su país? ¿No es mejor subvencionar el 
trabajo que no hacer nada? Esa es la interrogante. 


Por eso creo que la posibilidad de realizar ese seminario vale la pena analizarla profundamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Industria, Energía y Minería agradece su presencia y el 
material que nos ha entregado una institución con todas las credenciales, no solo por su antigúedad 
sino por lo que significa socialmente para articular y contribuir con el Parlamento en el aporte de 
ideas. 


En otro orden, quiero decir que es un lindo desafío el que nos plantea la Cámara de Industrias. Esta Comisión 
analizará en su momento la posibilidad de realizar un debate que los uruguayos tenemos necesidad de dar. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma , 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


